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EL GOBIERNO COMO ÓRGANO DE DIRECCIÓN POLÍTICA EN 
EL MARCO DEL SISTEMA PARLAMENTARIO ESPAÑOL 

El artículo 97 CE configura al Gobierno como un órgano constitucio­
nal encargado de la dirección política del Estado. En su primer párrafo indi­
ca que aquél «dirige la política interior y exterior, la Administración civil y mili­
tar y la defensa del Estado». 

Esta competencia de dirección política se ejerce en el marco de una 
estructura de parlamentarismo racionalizado y en el seno de un Estado 
social y democrático de Derecho, aspectos ambos que determinarán la posi­
ción constitucional del Gobierno, de manera que resultará insuficiente su 
configuración como mero poder ejecutivo. Por el contrario, el Gobierno se 
nos presenta como un auténtico director de la política estatal, que influye en 
la composición y funcionamiento de otros órganos constitucionales, espe­
cialmente las Cortes Generales, cuyo producto típico, la ley vendrá, así, 
determinado en gran medida por el papel directivo del Gobierno. Paralela­
mente, hay que destacar que esa dirección política debe ser aprehendida 
por el intérprete como una manifestación de la normatividad constitucional, 
de lo que se deduce que el artículo 97 CE indica el «status» que le corres­
ponde al Gobierno, pero los exponentes concretos de aquella dirección 
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habrá que rastrearlos a lo largo de todo el texto constitucional y tendrá su 
prolongación en otros sectores inferiores del ordenamiento jurídico. Especial­
mente deberemos atender al concreto reparto competencial entre Estado y 
Comunidades Autónomas, para delimitar claramente la competencia directiva 
de los diferentes órganos colegiados en sus diferentes esferas de actuación. 

Ciñéndonos ahora al Gobierno central, para comprender el peso 
específico del Gobierno en el sistema constitucional español hemos de 
superar una visión excesivamente estrecha de la legitimidad de los órganos 
constitucionales, que desborde a las Cortes Generales, y que afecta al 
Gobierno, especialmente a su Presidente, teniendo un fundamento explícito 
en el artículo 1.2 CE. No hay que olvidar que en nuestro sistema parlamen­
tario el Gobierno se constituye una vez que el Presidente del mismo ha obte­
nido la confianza parlamentaria del Congreso de los Diputados por medio del 
voto de investidura (cfr. arts. 99 y 113 CE). A partir de ese dato, el Presidente 
del Gobierno, que además viene configurado como director de la acción del 
colegio gubernamental y coordinador de la actividad de sus miembros (art. 
98.2 CE), será quien goce de auténtico protagonismo a la hora de definir la 
orientación del Gobierno, concretando y desarrollando el programa político 
que expuso en su día al recibir la investidura. 

Debemos, pues, matizar la afirmación de que el Gobierno dirige la 
política, desde el reconocimiento de su estructura y funcionamiento internos, 
en los que, sin perjuicio de su carácter colegiado, destaca la preeminencia 
del Presidente. Es así, la Constitución asigna determinadas competencias 
específicamente al Presidente (p. ej. presentación de un recurso de incons-
titucionalidad o de una cuestión de confianza) y otras al órgano colegiado 
(aprobación de un proyecto de ley o ejercicio de la potestad reglamentaria). 

Debemos también atender al apoyo explícito de la mayoría parlamen­
taria al programa político gubernamental, y no sólo en el momento inicial de 
la investidura sino también a lo largo de la legislatura, ejerciendo una función 
de mantenimiento, de impulso y de control. La doctrina italiana ha reflexio­
nado especialmente sobre este extremo acuñando la expresión «indirizzo 
político» en la que se ha querido reivindicar una cierta «centralidad» del Par­
lamento, a pesar de la tantas veces comentada crisis del mismo, incapaz de 
hacer frente a las exigencias que impone el intervencionismo estatal. 

Ahora bien, el estudio de la competencia de dirección política guber­
namental puede hacerse, en mi opinión, desde dos grandes puntos de vista. 
Un primero, que parta del análisis de los órganos constitucionales y de sus 
competencias respectivas y otro, que responda a una perspectiva más 
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«politológica» y que se base en la existencia dentro del régimen parlamen­
tario de una mayoría parlamentaria-gubernamental. Pienso que una pers­
pectiva de Derecho Constitucional no puede perder de vista la configuración 
concreta del ámbito competencial de los diferentes órganos, aunque puede 
apoyarse en una óptica como la segunda de las citadas en aras de una 
explicación realista del funcionamiento práctico del sistema parlamentario. 
De esta manera, la «mayoría política», de especial trascendencia en el par­
lamentarismo mayoritario (Lijphart) forma un bloque cohesionado que se 
dedicará a dirigir la política del Estado, articulando así la «colaboración de 
poderes». En esta variante del sistema parlamentario (España, 1982,1986 
y 1989), como recuerda Molas, el cuerpo electoral designa de hecho en un 
mismo acto a todo un conjunto de personas para desarrollar un programa 
político y un líder que lo dirija, el futuro Presidente del Gobierno. Por ello 
podemos hablar de un régimen de Canciller o de Primer Ministro. En este 
contexto, se ha considerado que mayoría parlamentaria-gubernamental y 
oposición devienen los polos en que realmente y al margen de una división 
orgánica se estructura hoy el principio de la división de poderes, en un sis­
tema regido por la regla de la mayoría y abierto al pluralismo. 

Junto a este punto de vista metodológico deberíamos traer a colación 
una percepción que MIRKINE-GUETZEVICH ya planteó en los años veinte: 
la incorrección de concebir el parlamentarismo como un instrumento de 
lucha contra el Gobierno, sosteniendo una colaboración entre ambos porque 
los dos son órganos que emanan del pueblo, puesto que han sido elegidos 
tanto uno como el otro para la realización de un programa electoral, en el 
desarrollo del cual el Gobierno cumple un papel predominante. 

Apreciaciones como las citadas, siempre que no nos hagan olvidar la 
regulación jurídico-formal de las relaciones interorgánicas y de las compe­
tencias que la Constitución atribuye a cada órgano, nos pueden ilustrar enor­
memente sobre el sentido de la competencia gubernamental de dirección 
política que el artículo 97 CE asigna al Gobierno. 

Es precisamente en el ejercicio de la potestad legislativa del Estado 
donde se manifiesta más claramente la dirección política gubernamental, 
porque si bien en nuestra Constitución proliferan las reservas de ley como 
atributo formal de las Cortes Generales, como indica PÉREZ ROYO, hoy 
quien realmente legisla es el Gobierno, limitándose el Parlamento ha corre­
gir las iniciativas gubernamentales, siendo por consiguiente dificultoso impe­
dir la realización efectiva de dicha iniciativa, es decir, su plasmacion en ley 
formal. Hemos de admitir, por tanto, que la relación entre Parlamento y 
Gobierno ha sufrido un notorio cambio si lo comparamos con el esquema del 
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parlamentarismo clásico. Hoy no cabe concebir al Gobierno como una espe­
cie de comité del Parlamento —si es que lo ha sido alguna vez en la prácti­
ca— que actúa en su nombre a partir de una habilitación concreta, como 
sostenía CARRÉ DE MALBERG. Cambio que ha afectado a la posición de 
la ley en el ordenamiento jurídico, porque no responde a una pretendida 
voluntad general rousseauniana atravesada por la nota de la armonía social, 
sino más bien a un interés prevalente que responde a la mayoría política diri­
gida por el Gobierno, que se impone como tal previa discusión parlamenta­
ria y delimitada formal y materialmente por la Constitución. 

LA INVESTIDURA DEL PRESIDENTE DEL GOBIERNO COMO 
PRESUPUESTO DESENCADENANTE DE LA DIRECCIÓN POLÍTICA 

GUBERNAMENTAL 

Según el artículo 99 CE el candidato propuesto por el Rey al Congre­
so de los Diputados para recibir el voto de investidura expondrá el programa 
político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la 
Cámara. De esta manera, la investidura se realiza a favor del futuro Presi­
dente del Gobierno para que éste desarrolle, previa formación del órgano 
gubernamental, el programa político para el que fue investido. 

Esta regulación de la investidura en la Constitución española suscita 
a nuestro juicio dos cuestiones que trataremos a continuación: el alcance de 
la investidura y el peso específico que cabe atribuir al programa político 
gubernamental. 

a) El alcance de la investidura: Por medio de ella, el Presidente 
del Gobierno recibe la confianza del Congreso de los Diputados para lle­
var a cabo el programa político del Gobierno que pretenda formar a con­
tinuación. De esta manera, se observa la preeminencia de aquel en el 
seno del Gobierno, ya en este momento inicial. Una vez investido es nom­
brado por el Rey (art. 62.d CE) por medio de Real Decreto refrendado por 
el Presidente del Congreso de los Diputados (art. 64.1 CE). Posterior­
mente, se designarán por el Presidente del Gobierno el resto de miem­
bros del órgano gubernamental: formalmente (art. 62.e CE) se nombran y 
cesan por el Rey por medio de Real Decreto refrendado por el Presiden­
te del Gobierno. Aquí encontramos también su capacidad directiva perso­
nal (art. 98.2 CE). 
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El Gobierno existe, por tanto, gracias a la investidura de su Presiden­
te y del mismo modo deberá dimitir cuando el Congreso le obligue a ello, por 
medio de los instrumentos de exigencia de responsabilidad política, el triun­
fo de una moción de censura (art. 113 CE) o cuando éste pierda una cues­
tión de confianza (art. 112 CE). Pero una vez formado el Gobierno y mien­
tras el Congreso no le deniegue la confianza al Presidente aquel se dedicará 
a desarrollar el programa político que éste expuso, cuando solicitó la inves­
tidura, programa que es, por consiguiente, del Presidente y de todo el 
Gobierno. 

La Constitución española, exige la investidura del Presidente del 
Gobierno antes de la formación de éste, en línea con la Ley fundamental 
de Bonn (art. 63), pero el sistema español, desarrollado en los artículos 
170 a 172 RCD, no coincide con el alemán ni en la constitucionalización 
del programa político ni en la exigencia de debate. Nada dice, sin embar­
go, la Constitución ni el Reglamento del Congreso de los Diputados en 
relación a la composición del futuro Gobierno, por lo que su revelación en 
este momento procesal podría calificarse todo lo más de un acto de corte­
sía parlamentaria. 

Siguiendo a BAR, podríamos decir que «la investidura no versa tanto 
sobre la persona del candidato exclusivamente, como sobre el binomio can­
didato-programa, no pudiendo pronunciarse los diputados separadamente 
de una cosa u otra. Y es importante destacar esta unión entre estos dos ele­
mentos dado que la alteración de uno de ellos, bien sea el candidato, bien 
su programa político, supone necesariamente un cambio sustancial en el 
contenido de la propuesta regia». No obstante, nada parece impedir que un 
mismo candidato se presente con programa diferente una segunda vez, 
puesto que es precisamente éste el que contextualiza y aglutina el apoyo 
parlamentario. 

Para REVENGA, por medio del binomio candidato-programa viene a 
suplirse la ausencia de una atribución constitucional expresa en favor del Pre­
sidente del Gobierno semejante a la existente en el artículo 95 de la Consti­
tución italiana o del artículo 65 de la Ley Fundamental de Bonn, en el sentido 
de conferir al Presidente del Consejo o al Canciller Federal la facultad de defi­
nir los criterios rectores de la dirección política. 

Sin embargo, no son muchos los textos constitucionales que consa­
gran en su articulado la referencia al programa político gubernamental. El 
art. 63 LFB indica que el Canciller será elegido por la Cámara sin debate pre­
vio con lo que no exige la presentación de dicho programa. La Constitución 
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portuguesa, sin embargo, desciende a detalle y en el artículo 191 —tras la 
reforma de 1982— afirma: «En el programa de gobierno constarán las prin­
cipales orientaciones políticas y medidas a adoptar o a proponer en los diver­
sos campos de la actividad gubernamental» y en el 92 explícita la vincula­
ción de los miembros del Gobierno a su programa. Incluso, antes de la 
mencionada reforma de 1982, el artículo 191 ligaba el programa de gobier­
no con el programa de la Constitución, es decir, transformaciones socioeco­
nómicas previstas en numerosas normas programáticas. 

b) Naturaleza del programa político gubernamental: El programa 
político concreta el voto de investidura que recibe el Presidente del Gobierno 
y condiciona, por tanto, la actividad del Gobierno a su correcto desarrollo a 
juicio de la Cámara. Se puede configurar, en una primera aproximación, como 
un compromiso que une al Gobierno, por mediación de su Presidente, con el 
Congreso de los Diputados e incluso a través de éste, con el cuerpo electo­
ral. La trascendencia del programa político como compromiso se desvela 
especialmente con ocasión de Gobiernos de coalición, en donde un pacto de 
este orden incide en el programa de forma notoria, en aspectos como el deta­
lle de los diferentes extremos que lo comprenden, e incluso en Gobiernos 
monocolores con un apoyo de mayoría relativa donde se puede cuestionar 
desde una ampia oposición ese programa dificultando su desarrollo. 

En cualquier caso, el programa gubernamental no es una mera decla­
ración de intenciones genéricas, sino un conjunto de compromisos concre­
tos, cuya efectividad es ciertamente de difícil exigencia jurídica. Se ha habla­
do de una especie de «contrato de legislatura», a partir de la experiencia 
alemana-federal de Gobiernos de coalición, que, aunque jurídicamente ten­
drían escasa, por no decir nula eficacia, sí que la tendrían políticamente, ya 
sea por medio de la exigencia de responsabilidad política, ya sea por la vía 
del seguimiento parlamentario y el compromiso de respaldar las iniciativas 
del Gobierno en el cumplimiento del programa, garantizándolo a través de la 
disciplina de voto de los parlamentarios. 

Respecto del programa político en sentido estricto, la doctrina domi­
nante en España se decanta por la imposibilidad de obtener una sanción 
jurídica a su incumplimiento. Así, AGUIAR sostiene el carácter de «acto 
personalísimo del candidato a Presidente del Gobierno, una declaración de 
intenciones, cuyo contenido y valor está supeditado a su posición parla­
mentaria, pero a la que no se le puede asignar ninguna virtualidad jurídi­
ca». SATRÚSTEGUI, por su parte, indica que la investidura supone «la 
adopción de unas orientaciones políticas que han de armonizar y coordi­
nar la acción del ejecutivo y el legislativo». BAR, defiende la concepción de 
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que el programa del Gobierno tiene el carácter de pacto o compromiso res­
pecto de la Cámara y en su caso respecto de los partidos integrantes de un 
Gobierno de coalción. Para REVENGA, consiste en un "desiderátum cuya 
efectividad (es) de imposible exigencia en el plano jurídico debido a la (...) 
falta de valor substantivo del programa». En la misma línea, GALLEGO 
ANABITARTE/ MENÉNDEZ REXACH, afirman que el programa no vincula 
jurídicamente al Presidente ya investido, ni al Gobierno que se constituya 
bajo su dirección, que podrán adoptar decisiones distintas a las previstas en 
aquel, sin perjuicio de que puedan motivar la exigencia de responsabilidad 
política. En consecuencia, la responsabilidad política del Gobierno ante el 
Congreso no está ligada jurídicamente (aunque sí políticamente) a la obser­
vancia del programa, por lo que incluso cabría exigir responsabilidad políti­
ca a un Gobierno respetuoso con su programa. 

Frente a esta opinión, VIVER se decanta por afirmar que estamos ante 
un tertium genus entre la vinculación jurídica apoyada jurisdiccionalmente y la 
responsabilidad política ajena al control jurídico. El cumplimiento o no del pro­
grama puede llegar a convertirse en un parámetro jurídicamente predetermi­
nado del control sobre los órganos (aduciendo como ejemplo de ello el art. 192 
de la Constitución portuguesa que establece que los miembros del Gobierno 
están vinculados al programa), por lo que en caso de incumplirse nacería la 
obligación de proponer la reformulación de dicho programa, mediante un 
debate de política general, la votación de una cuestión de confianza, la diso­
lución de las Cámaras o la presentación de una moción de censura. Sin 
embargo, pienso que estas consideraciones, sin perjuicio de su valor teórico 
en aras de reivindicar una coherencia en el funciamiento institucional del 
Gobierno desde una perspectiva democrática, son de difícil aplicación al sis­
tema político español, donde el programa gubernamental no aparece con 
aquella consistencia, por lo que si bien puede irse modulando por medio de los 
instrumentos de relación interorgánica entre Parlamento y Gobierno, débil­
mente se podrá construir una exigencia jurídico-constitucional de hacerlo. 

La doctrina italiana se ha esforzado en atribuir un valor jurídico al 
programa político del Gobierno. Sus reflexiones, sin embargo, no son 
automáticamente trasladables al caso español por la razón básica de que 
el proceso de formación del Gobierno diverge notablemente. En Italia es 
todo el Gobierno y no sólo su Presidente, el que recibe la confianza par­
lamentaria —de ambas Cámaras— una vez ha sido nombrado, es decir, 
inmediatamente después de asumir sus funciones constitucionales. En 
estas circunstancias, ALBERTO RUSSO se esfuerza por asignar conse­
cuencias jurídicas a la presentación del programa político gubernamental 
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ante las Cámaras, caracterizándolo como el primero de los actos de 
dirección política del Gobierno. Por su parte, MORTATI, MAZZIOTl o 
CUOCUOLO sostienen la vinculación del Gobierno a su programa, una 
vez obtenida la confianza parlamentaria, por lo que su incumplimiento 
propiciaría necesariamente la exigencia de responsabilidad política. 
Estas reflexiones se mueven, como es obvio, en la experiencia italiana de 
Gobiernos de coalación donde el cumplimiento del programa asegure su 
estabilidad y éste tenga posibilidades de desarrollo. Otros autores, como 
PETRI consideran que el programa político carece de relevancia jurídica 
y su seguimiento no es algo obligatorio sino una orientación de cara al 
futuro, necesariamente genérico y susceptible de futuras gradaciones. 

Con independencia de la conclusión que adoptemos sobre la natura­
leza del programa político gubernamental, a los efectos del estudio de la 
competencia de dirección política del Gobierno como órgano constitucional 
en el marco de una estructura de parlamentarismo racionalizado, nos permi­
te obsevar que ésta se realizará para el efectivo desarrollo de aquel, para lo 
cual tendrá en su mano una serie de instrumentos formales que detalla el 
texto constitucional. Por lo que respecta a la Constitución española, nos 
aproxima al protagonismo del Presidente del Gobierno y a su preeminencia 
en el ejercicio de esa misión directiva que encontramos genéricamente en el 
artículo 97 CE, destacando en relación al programa el hecho de que no 
puede darse de una vez para siempre, estando por consiguiente sujeto a la 
posibilidad de remodelaciones y, en todo caso, el juicio sobre su incumpli­
miento se realizará desde criterios políticos que pueden desencadenar con­
troles interorgánicos entre Parlamento y Gobierno, pero sin que ello venga 
exigido en ningún momento. Ahora bien, en la medida en que el programa 
gubernamental es básicamente el programa con el que el Presidente del 
Gobierno ha obtenido la investidura del Congreso de los Diputados y siendo 
él quien canaliza la responsabilidad solidaria del órgano gubernamental, 
goza de una facultad directiva en el seno de éste que le permitirá cesar a 
cualquier otro miembro del Gobierno cuando entienda que no responde a la 
línea trazada por su programa. 

NOTA BIBLIOGRÁFICA 

Sobre el Gobierno como órgano de dirección política véase el planteamiento que lleva 
a cabo I. DE OTTO: «La posición constitucional del Gobierno», en Documentación Administra­
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182 



INVESTIDURA, PROGRAMACIÓN Y DIRECCIÓN POLÍTICA 

La concepción de la dirección política como amplia capacidad de iniciativa en la orien­
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